Moción de los diputados señores García-Huidobro, Alvarado, Delmastro, Dittborn, Correa, René García, Juan Pablo Letelier, Orpis, Prokurica y Rojas.


	Modifica el estatuto docente y el código del trabajo a fin de incorporar y ampliar inhabilidades para ser docente y desempeñar labores relacionadas en la educación y establecer la obligación de los establecimientos educacionales de verificar los antecedentes de estas personas. (boletín Nº 2749-04)





“Considerando:





1.	Que hace algunos días la ciudad de Rancagua y la opinión pública nacional se han conmovido al conocer una denuncia de abusos sexuales a menores cometidos por un profesor de un colegio de la ciudad.


2.	Que el profesor denunciado por un grupo de padres y apoderados del mismo colegio, no sólo habría cometido abusos deshonestos respecto de las menores, sino que incluso se le acusa de haber violado a una de las menores.


3.	Que resulta increíble y preocupante que ese mismo profesor cumplía una condena de cuatro años por un delito similar y se encontraba ejerciendo labores docentes gracias al régimen de libertad vigilada.


4.	Que el estatuto docente establece clara y expresamente que “no podrán ejercer labores docentes quienes sean condenados por algunos de los delitos contemplados en... los párrafos 1, 4, 5, 6 y 8 del Título VII” del Libro II, del Código Penal, esto es, los condenados por aborto, rapto, violación estupro y otros delitos sexuales y ultrajes públicos a las buenas costumbres.


5.	Que pese a lo anterior el profesor inculpado, amparado por la negligencia cómplice del establecimiento educacional, ejercía tranquilamente labores docentes pese a haber sido ya condenado por un delito grave contra menores.


6.	Que resulta imperioso introducir algunas modificaciones legales que permitan ampliar estas inhabilidades a todos aquellos casos en que personas relacionadas con la educación cometan delitos contra el orden de las familias, hacer extensivas estas inhabilidades a todos aquellos que bajo cualquier modalidad prestan servicios al interior de un establecimiento educacional y, por cierto, obligar a los colegios a requerir a todas estas personas, antes de su contratación, los antecedentes que sean necesarios para descartar la concurrencia de alguna de estas inhabilidades.





PROYECTO DE LEY:





	Artículo Primero.- Reemplázase el inciso primero del artículo 4 del DFL Nº 1, estatuto docente, por el siguiente:


	“Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer labores docentes, de transporte escolar, ni desempeñar ninguna otra labor o prestar servicio alguno al interior de un establecimiento educacional, cualquiera sea el empleador y la modalidad de contratación, quienes hubieren sido condenados por algunos de los delitos contemplados en la ley Nº 19.366, en el título VII y en los párrafos 1 y 2, del título VIII del Libro Segundo del Código Penal. Los establecimientos educacionales están obligados, antes de la contratación o de conceder la autorización para prestar servicios al interior del establecimiento educacional, a solicitar todos los antecedentes que sean necesarios para descartar la existencia de alguna de estas inhabilidades. Los establecimientos educacionales deberán responder de los perjuicios ocasionados producto del incumplimiento de esta norma”.


	Artículo segundo.- Incorpórase un nuevo inciso tercero al artículo 2 del Código del Trabajo, del siguiente tenor:


	“Sin perjuicio de lo anterior, no podrán ejercer labores docentes, de transporte escolar, ni desempeñar ninguna otra labor ni prestar servicio alguno al interior de un establecimiento educacional, cualquiera sea el empleador y la modalidad de contratación, quienes hubieren sido condenados por algunos de los delitos contemplados en la ley Nº 19.366, en el título VII y en los párrafos 1 y 2, del título VIII del Libro Segundo del Código Penal. Los establecimientos educacionales están obligados, antes de la contratación o de conceder la autorización para prestar servicios al interior del establecimiento educacional, a solicitar todos los antecedentes que sean necesarios para descartar la existencia de alguna de estas inhabilidades. Los establecimientos educacionales deberán responder de los perjuicios ocasionados producto del incumplimiento de esta norma”.








